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R

ecientemente el Presidente de la República promulgó la Ley 1380 de 2010, por la cual se establece el régimen de insolvencia para la persona natural no comerciante.
Aunque las personas naturales no comerciantes han estado exentas de la obligación de llevar contabilidad, dicha ley exige que quienes quieran acogerse al régimen de insolvencia presenten una “Certificación expedida por un Contador Público Independiente, en la cual además de dejar constancia del cumplimiento de los requisitos previstos en esta Ley en cuanto a vencimiento de las obligaciones, monto, relación de las obligaciones vencidas con el total del pasivo y relación activo - pasivo, manifieste expresamente que está libre de impedimentos frente al deudor.”. También pide la Ley la intervención de un contador respecto de la “Certificación de los ingresos del deudor expedida por el empleador del solicitante cuando exista un contrato laboral vigente o por un contador público en caso de que sea trabajador independiente.”

Como se recordará el Consejo Técnico de la Contaduría Pública opinó que un contador no podía dictaminar estados financieros si éstos no eran tomados de libros: “Lo anterior implica que el interesado lleve contabilidad organizada de sus operaciones, tenga libros registrados ante la entidad competente, como se ha dicho, y cuente con los debidos soportes; pues de otro modo el contador público no tendría los elementos necesarios para preparar y certificar los estados financieros que se deben dictaminar”. Se trató de una de tantas doctrinas del CTCP que se ceñían a textos legales más que a las teorías, técnicas o prácticas de los contables. En la actualidad la propia ley impone la intervención del contador respecto de la situación financiera de personas no obligadas a llevar libros, lo cual deja sin fundamento la mencionada doctrina, que basada en la ley debe atenerse a lo que la misma ley ahora demanda.
Ante la falta de libros, la única manera de poder pronunciarse según lo pretende la nueva norma, es a partir de la elaboración de un estado de inventario, estado que fue conceptualizado por el artículo 28 del Decreto reglamentario 2649 de 1993, el cual, en su artículo 135, previó que a tal estado se recurra cuando sea necesaria la reconstrucción de los libros.

Cada vez es más evidente que en la vida moderna va perdiendo sentido y utilidad la distinción entre comerciantes y no comerciantes.

Ahora bien: el artículo 45 de la Ley 190 de 1995 facultó al Gobierno para poder obligar incluso a las personas no comerciantes a llevar contabilidad. La Ley 1314 de 2009 fue concebida de manera que sus desarrollos deberán ser observados por todos los obligados a llevar contabilidad, sean o no comerciantes.

Así como el Legislador ha resuelto extender los privilegios del régimen de insolvencia a personas no comerciantes, así también ha llegado la hora de que éstas lleven contabilidad. 
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